
EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA 
Y LOS MINISTROS DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES, 
REUNIDOS EN EL SENO DEL CONSEJO,

CONSIDERANDO LO SIGUIENTE

El Tratado de Amsterdam consagró la promoción
de la igualdad entre el hombre y la mujer como
misión de la Comunidad, ofreciendo a tal fin nue-
vas posibilidades de actuación comunitarias, en
particular mediante los artículos 2, 3, 137 y 141 del
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea.

El principio de igualdad entre hombres y mujeres
supone la necesidad de compensar la desventaja
de las mujeres por lo que se refiere a las condicio-
nes de acceso y participación en el mercado de tra-
bajo y la desventaja de los hombres en lo que se refiere
a las condiciones de participación en la vida fami-
liar, derivada, de prácticas sociales que todavía pre-
suponen el trabajo no remunerado relacionado
con los cuidados de la familia como responsabilidad
principal de las mujeres y el trabajo remunerado
inherente a la vida económica como responsabili-
dad principal de los hombres.

El principio de igualdad entre hombres y mujeres
en materia de empleo y de trabajo supone la igual-
dad de trato entre padres y madres trabajadores, en
particular en cuanto a la necesidad de ausentarse del
lugar de trabajo para atender a hijos u otras perso-
nas que dependen de ellos. 

La participación equilibrada de mujeres y hom-
bres tanto en el mercado de trabajo como en la
vida familiar, que supone una ventaja tanto para
los hombres como para las mujeres, constituye un
elemento indispensable para el desarrollo de la
sociedad, y la maternidad, la paternidad y los dere-
chos de los niños son valores sociales eminentes
que la sociedad, los Estados miembros y la Comu-
nidad Europea deben proteger.

Tanto los hombres como las mujeres, sin discri-
minación fundada en el sexo, tienen derecho a
compaginar la vida profesional y la vida familiar.

Existe un importante acervo comunitario, así como
otras iniciativas relevantes en el contexto de la
Unión Europea, que deben tenerse en cuenta en el
ámbito del derecho a compaginar la actividad pro-
fesional y la vida familiar.

La Decisión 2000/228/CE del Consejo, de 13
de marzo de 2000, relativa a las directrices para las
políticas de empleo de los Estados miembros para
el año 2000 (DO L 72 de 21.3.2000, p. 15.
31.7.2000 C 218/5 Diario Oficial de las Comu-
nidades Europeas ES) prevé el refuerzo de las polí-
ticas de igualdad de oportunidades entre hombres
y mujeres, poniendo de relieve la necesidad de
introducir medidas encaminadas a la conciliación
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de la vida laboral con la vida familiar. Dicha Deci-
sión pone de relieve la importancia que para hom-
bres y mujeres revisten las medidas en materia de inte-
rrupción de carrera, permiso parental y trabajo a
tiempo parcial, así como de formas de trabajo fle-
xible que, respetando el necesario equilibrio entre
flexibilidad y seguridad, sirvan tanto a los intereses
de los trabajadores como de los empresarios.

El Consejo Europeo de Lisboa, de 23 y 24 de
marzo de 2000, reconoció la importancia de fomen-
tar la igualdad de oportunidades en todos sus aspec-
tos, incluyendo la reducción de la segregación pro-
fesional y la simplificación de la conciliación de la
vida laboral y familiar, y consideró que uno de los
objetivos generales de las políticas activas de empleo
deberá ser que la proporción de mujeres activas
supere el 60% en 2010. 

Existe un conjunto de instrumentos y compromi-
sos internacionales encaminados a conjugar la acti-
vidad profesional y la vida familiar, en particular
en el marco de las Naciones Unidas, el Consejo de
Europa y la Organización Internacional del Trabajo.

Y CONSIDERANDO QUE

Habida cuenta del apartado 3 del artículo 141 del
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, es
importante proteger a los hombres y mujeres tra-
bajadores que ejerzan derechos inherentes a la
paternidad, a la maternidad o a la conciliación de
la vida profesional y familiar.

El comienzo del siglo XXI constituye un momento
simbólico para la concreción del nuevo contrato social
entre los sexos, en el que la igualdad de hecho de
hombres y mujeres en la esfera pública y la esfera pri-
vada se asuma socialmente como condición de
democracia, supuesto de ciudadanía y garantía de
autonomía y de libertad individuales, con reper-
cusiones en todas las políticas de la Unión Europea.

1. AFIRMAN QUE

El objetivo de la participación equilibrada de hom-
bres y mujeres en la actividad profesional y en la vida
familiar, de forma paralela con el objetivo de la
participación equilibrada de hombres y mujeres
en la toma de decisiones, constituyen dos supues-
tos especialmente importantes para la igualdad
entre hombres y mujeres.

Es necesario un enfoque global e integrado de la arti-
culación de la vida profesional y de la vida familiar
como un derecho de los hombres y de las mujeres,
un factor de realización personal en la vida pública,
social, familiar y privada, un valor social de impor-
tancia y una responsabilidad de la sociedad, de los
Estados miembros y de la Comunidad Europea.

Es preciso realizar todos los esfuerzos necesarios e
impulsar medidas concretas, así como el seguimiento
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y evaluación respectivos, en particular mediante indi-
cadores adecuados, con el fin de dar lugar a los cam-
bios de estructuras y actitudes indispensables para que
exista una participación equilibrada de hombres y
mujeres tanto en la esfera laboral como en la familiar.

Es necesario promover medidas para mejorar la
calidad de vida de todas las personas, con respeto
y solidaridad activa entre hombres y mujeres tanto
en relación con las generaciones venideras como con
las generaciones anteriores.

2. ALIENTAN
A LOS ESTADOS MIEMBROS A

Reforzar en los programas de sus Gobiernos la pro-
moción de la participación equilibrada de hom-
bres y mujeres en la actividad profesional y en la
vida familiar como una de las condiciones básicas
para la igualdad de facto, indicando las medidas
concretas que deben adoptarse, tanto de carácter
transversal como específicas.

Elaborar estrategias globales e integradas encami-
nadas a lograr una participación equilibrada de
hombres y mujeres en la actividad profesional y en
la vida familiar, teniendo en cuenta las siguientes
medidas, sin perjuicio de las mejores prácticas apli-
cadas en los distintos Estados miembros:

evaluar la posibilidad de que los respectivos orde-
namientos jurídicos reconozcan a los hombres tra-
bajadores un derecho individual e intransferible al
permiso de paternidad con motivo del nacimiento
o adopción de un hijo, manteniendo sus derechos
en materia laboral, permiso del que deberá disfru-
tarse simultáneamente al permiso de maternidad de
la madre, independientemente de la duración res-
pectiva de los permisos de maternidad y paternidad,

evaluar la posibilidad de que los respectivos orde-
namientos jurídicos reconozcan a los hombres tra-
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bajadores derechos que les permitan prestar un
apoyo sustancial a la vida familiar con vistas a la
realización de la igualdad,

reforzar las medidas que favorezcan un reparto
equilibrado entre los trabajadores, hombres y
mujeres, de los cuidados que deben prestarse a los
hijos, personas de edad, personas con deficien-
cias y otras dependientes de ellos,

reforzar las medidas que fomenten el desarrollo de
servicios de apoyo a las familias y definir criterios
de evaluación de resultados sobre la mejora de
las estructuras de cuidados a los niños,

otorgar, en su caso, una protección específica a las
familias monoparentales,

estudiar la posibilidad de armonizar los horarios
escolares y laborales,

estudiar la posibilidad de reflejar en los programas
escolares la conciliación de la vida familiar y de la
actividad profesional como presupuesto para la
igualdad de hombres y mujeres,

recopilar datos y publicar regularmente informes
cuantitativos de la participación de las mujeres y
de los hombres en el mercado de trabajo y de la
participación de los hombres y las mujeres en la
vida familiar, así como de la utilización, por parte
de las mujeres y de los hombres, del permiso de
maternidad, de paternidad y parental, incluidos
los respectivos efectos en la situación de las muje-
res y de los hombres en el mercado de trabajo, para
tener un conocimiento preciso de la situación en
la práctica y favorecer la sensibilización de la opi-
nión pública en la materia,
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proporcionar apoyo a la investigación científica en
este sector para permitir el desarrollo de nuevas
ideas y conceptos,

aplicar incentivos y medidas de apoyo a las orga-
nizaciones no gubernamentales que se compro-
metan activamente con el objetivo de la presente
Resolución, C 218/6 31.7.2000 Diario Oficial de
las Comunidades Europeas ES.

concebir, realizar y fomentar periódicamente cam-
pañas informativas y de sensibilización para hacer
progresar las mentalidades, tanto en el conjunto
de la población como en grupos específicos,

alentar a las empresas, en particular a las pequeñas y
medianas empresas, a introducir y a aplicar en mayor
medida prácticas de gestión que tengan en cuenta la
vida familiar de sus trabajadores y trabajadoras.

3. INVITAN A LAS INSTITUCIONES 
Y ÓRGANOS DE LA COMUNIDAD
EUROPEA A QUE

En su calidad de empleadores y basándose en un estu-
dio previo, adopten medidas para favorecer la con-
tratación y la promoción profesional equilibradas
de hombres y mujeres, a efectos de contribuir a la
lucha contra la segregación horizontal y vertical
del mercado de trabajo.

Evalúen periódicamente los resultados de dichas
medidas y hagan publicar los resultados respectivos.

4. INVITAN A LA COMISIÓN A QUE

Intensifique, en particular en el marco de los pro-
gramas de iniciativa comunitaria, sus esfuerzos de
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información, de sensibilización, de estímulo de la
investigación y de puesta en marcha de acciones
piloto para llevar a la práctica la participación equi-
librada de hombres y mujeres en la actividad pro-
fesional y en la vida familiar.

Tenga en cuenta la presente Resolución en su
quinto programa de acción sobre la igualdad de
oportunidades entre hombres y mujeres, en parti-
cular poniendo de relieve la igualdad de responsa-
bilidades familiares de hombres y mujeres en el
ámbito de sus objetivos estratégicos y destacando
adecuadamente las medidas que promuevan la par-
ticipación equilibrada de hombres y mujeres en la
actividad profesional y en la vida familiar.

Habida cuenta de las nuevas exigencias de los artícu-
los 2 y 3, del apartado 1 del artículo 137 y del apar-
tado 3 del artículo 141 del Tratado constitutivo
de la Comunidad Europea, y teniendo en cuenta el
mencionado quinto programa de acción, proponga
nuevas formas de participación equilibrada de muje-
res y de hombres tanto en la actividad profesional
como en la vida familiar.

Se esfuerce en desarrollar el diálogo entre los inter-
locutores sociales a nivel europeo, respetando su auto-
nomía, con vistas a la promoción de la igualdad de
hombres y mujeres en la articulación de la vida
profesional y la vida familiar.

Informe con regularidad a los Estados miembros
sobre los progresos realizados en el presente ámbito.

5. INVITAN A LOS EMPLEADORES
PÚBLICOS Y PRIVADOS, A LOS
TRABAJADORES Y A LOS
INTERLOCUTORES SOCIALES 
A ESCALA NACIONAL Y EUROPEA

A que intensifiquen sus esfuerzos por garantizar
una participación equilibrada de hombres y muje-
res en la actividad profesional y en la vida familiar,
en particular mediante la organización del tiempo
de trabajo y la supresión de las condiciones gene-
radoras de discriminación salarial entre hombres
y mujeres.

En particular a los interlocutores sociales, a que se
esfuercen por encontrar soluciones que promuevan
la participación equilibrada de hombres y mujeres
en la actividad profesional.

6. SE COMPROMETEN 

a realizar periódicamente un debate sobre los temas de
la presente Resolución en un marco paralelo al tema
de la participación equilibrada de hombres y mujeres en
el proceso de toma de decisiones. 31.7.2000 C 218/7
Diario Oficial de las Comunidades Europeas ES.
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Definición de la Comisión Euro-
pea.– Afectación de la esfera
íntima de la persona.

La Comisión Europea, en su Reco-
mendación de 27 Nov. 1991 relativa
a la protección de la dignidad de la
mujer y del hombre en el trabajo,
incluye un Código de conductas
sobre las medidas para combatir el
acoso sexual. Entre ellas menciona
el que pueda ser constitutivo de delito
y contiene una definición del acoso
sexual como aquella conducta de
naturaleza sexual u otros compor-
tamientos basados en el sexo que
afectan a la dignidad de la mujer y del
hombre en el trabajo y que puede
incluir comportamientos físicos, ver-
bales o no verbales, indeseados.
Añade que la atención sexual se con-
vierte en acoso sexual si continúa
una vez que la persona objeto de la
misma ha indicado claramente que la
considera ofensiva y que lo que dis-
tingue al acoso sexual del compor-
tamiento amistoso es que el primero
es indeseado y el segundo aceptado
y mutuo. En suma, el acoso sexual,
al constituir un atentado a la libre
decisión de no verse involucrado en
una relación sexual indeseada, está
afectando a la esfera íntima de la per-
sona, cuya protección proclama el
art. 18.1 CE.

Breves
Elementos del delito 

de acoso sexual y efectos 
de la reforma del artículo 184

del Código penal de 1995
llevada a cabo por 

la Ley Orgánica 
11/1999

9216. TS 2.ª S 23 junio 2000

Síntesis por ANA TRICIO GALÁN.
Secretaria General del Instituto Aragonés de la Mujer. Departamento

de Presidencia y Relaciones Institucionales. Gobierno de Aragón

Tipificación como delito.– Ele-
mentos objetivos y subjetivos que
caracterizan la figura.– Acción
típica.

La tipificación del acoso sexual en el
CP 1995 (LA LEY-LEG. 3996/95)
plantea, de inmediato, la cuestión de
cuándo se desborda el ámbito de
protección propio del ordenamiento
laboral o civil para adentrarse en la
indudablemente más severa protec-
ción penal. Razones de una mayor y
eficaz protección de las manifesta-
ciones más graves del acoso sexual
justifican la específica tipificación de
esta conducta, debiendo concurrir,
por así exigirlo el principio de legali-
dad, cuantos elementos objetivos y
subjetivos caracterizan esta figura
delictiva. La acción típica, en su
redacción anterior a la reforma ope-
rada por LO 11/1999 de 30 Abr.
(modificación del CP 1995) (LA LEY-
LEG. 1861/99), requiere la presen-
cia de los tres elementos siguientes:
a) que se soliciten favores de natu-
raleza sexual, requisito que queda
cumplido cuando media petición de
trato o acción de contenido sexual
que se presenta seria e inequívoca,
cualquiera que sea el medio de
expresión utilizado, cuando dicha
conducta resulta indeseada, irrazo-
nable y ofensiva para quien la sufre;

b) que el sujeto se aproveche de una
situación de superioridad laboral,
docente o análoga, y c) que anuncie
al sujeto pasivo, de modo expreso o
tácito, que de no acceder puede cau-
sarle un mal relacionado con las legí-
timas expectativas que pueda tener
en el ámbito de dicha relación. A
estos elementos habrá que añadir, al
no ser posible la conducta impru-
dente, que el dolo del sujeto abarque
todos los componentes que se dejan
reseñados y especialmente el apro-
vechamiento consciente de su situa-
ción de superioridad.

Efectos de la reforma operada
por la Ley Orgánica 11/1999.–
Modalidad ambiental.– Figuras
agravadas.

La redacción vigente del art. 184 CP
1995, ha venido a incorporar, como
supuesto básico del delito de acoso
sexual, la modalidad que la doctrina
suele denominar como acoso sexual
ambiental, que no requiere el apro-
vechamiento de una situación de
superioridad, siendo suficiente que
la solicitud de contenido sexual
hubiera provocado en la víctima una
situación objetiva y gravemente inti-
midatoria, hostil o humillante. Este
tipo básico se presenta agravado
cuando se hubiera cometido el hecho
prevaliéndose de una situación de
superioridad laboral, docente o jerár-
quica o con el anuncio expreso o
tácito de causar un mal a la víctima
relacionado con las legítimas expec-
tativas que aquélla pueda tener en el
ámbito de la indicada relación. Asi-
mismo incorpora como supuesto
agravado aquellos casos en que la
víctima sea especialmente vulnera-
ble, por razón de edad, enfermedad
o situación. 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y
LIBERTADES PUBLICAS.– Eficacia
probatoria de la declaración de la
víctima para desvirtuar la pre-
sunción de inocencia.

La jurisprudencia se ha manifestado
sobre la eficacia probatoria de la
declaración de la víctima cuando
constituye la única prueba de cargo
(Cfr. TS 2.ª SS 22 Abr. 1999 y 13
Feb., 22 Abr. y 1, 9 y 20 Oct. 1999).
Así, aunque en principio la declara-
ción de la víctima puede ser hábil
para desvirtuar la presunción cons-
titucional de inocencia,ha de resaltarse
que para fundamentar una sentencia
condenatoria en dicha única prueba
es necesario que el Tribunal valore
expresamente la comprobación de la

concurrencia de las siguientes notas
o requisitos: a) ausencia de incredi-
bilidad subjetiva, derivada de las rela-
ciones entre la persona que acusa y
la que es acusada, que pudiera con-
ducir a la deducción de la existencia
de un móvil de resentimiento, ene-
mistad, venganza, enfrentamiento u
otro interés de cualquier índole que
prive a la declaración de la aptitud
necesaria para generar certidumbre;
b) verosimilitud, es decir, constata-
ción de la concurrencia de corrobo-
raciones periféricas de carácter obje-
tivo que avalen lo que constituye una
declaración de parte, en cuanto la
víctima puede personarse como
parte acusadora particular o perju-
dicada civilmente en el proce-
dimiento (arts. 109 y 110 LE Crim.),
y c) persistencia en la incriminación,
que debe ser prolongada en el
tiempo, plural, sin ambigüedades ni
contradicciones. (Cfr. TS 2.ª SS 28
Sep. 1988, 26 May. y 5 Jun. 1992, 8
Nov. 1994, 27 Abr. y 11 Oct. 1995 y
3 y 15 Abr. 1996).

Fundamentación de la condena
en testimonios de referencia.

La prueba testifical de referencia, pre-
vista en el art. 710 LE Crim., consti-
tuye uno de los actos de prueba que
los Tribunales de la jurisdicción penal
pueden tomar en consideración a la
hora de fundar una condena. Ahora
bien, la eficacia de la prueba testifical
indirecta tiene carácter excepcional,
en cuanto se encuentra subordinada
al requisito de que su utilización en el
proceso resulte inevitable y necesa-
ria. En efecto, que la prueba testifical
de referencia sea un medio probato-
rio de valoración constitucionalmente
permitida no significa que pueda eri-
girse, en suficiente para desvirtuar la
presunción de inocencia, ya que la
declaración del testigo de referencia
no puede sustituir a la de la persona tes-
tigo principal. (Cfr. TC SS 303/1993
de 25 Oct., 79/1994 de 14 Mar. y
261/1994 de 3 Oct.).

RECURSO DE CASACION.– Contra-
dicción en los hechos probados.

La manifiesta contradicción del art.
851.1 LE Crim. ha de ser tal que
desemboque necesariamente en
conclusiones insostenibles, exi-
giendo que los extremos fácticos
que se señalen se encuentren
enfrentados en oposición o antíte-
sis manifiesta que afecte a hechos
o circunstancias esenciales que
influyan causalmente en el fallo.
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